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1. Exposición de los Hechos del Caso 

1.1 Antecedentes del Estado 

La RF es un Estado democrático presidencialista que ha refrendado su compromiso con la 

protección de los DDHH y la dignidad humana, reconociéndolos como fin supremo del Estado en 

su Constitución vigente. Fiscalandia ha ratificado numerosos instrumentos del SIDH, dentro de los 

cuales se encuentran: la CADH, la Convención Belém do Para y su protocolo facultativo, la 

Convención Interamericana contra la Corrupción. Respecto a la ratificación de instrumentos 

internacionales se pueden destacar el PIDCP, la Convención de Naciones Unidas contra la 

Corrupción, entre otros. 

En cuanto a la estructura del Estado, se organiza en Poder Ejecutivo, el cual es representado por 

un Presidente; un Poder Legislativo, que tiene un régimen unicameral y reside una Asamblea de 

97 diputados y diputadas; un Poder Judicial, organizado por una CSJ que se encuentra integrada 

por 26 jueces y un Poder Contralor, que se encuentra integrado por diversas instituciones que 

ejercen funciones de control, como lo es la Fiscalía General de la República, la Corte Nacional de 

Cuentas, la Defensoría de los Habitantes de Fiscalandia y el Consejo de la Judicatura. 

Con fecha de febrero del 2017, el ex-periodista Javier Alonso Obregón fue electo Presidente. 

1.2. Antecedentes del Caso ME 

ME fue nombrada como Fiscal General en fecha de 1 de septiembre del 2005 por el ex Presidente 

Santa María por un periodo de 15 años, según lo establecía la antigua Carta Magna. Sin embargo, 

el 25 de noviembre de 2007 inició la vigencia de la nueva Constitución Política de Fiscalandia, en 

la cual, dentro de la novena disposición transitoria se estipuló que todas las personas que 
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mantuvieran un cargo público al momento de la entrada en vigor, lo ocuparían de manera 

transitoria. 

El día 14 de junio del 2017, el PrJAO emitió un Decreto Presidencial Extraordinario para iniciar 

el procedimiento de creación de “La Junta de Postulación para la elección de Fiscal General”, en 

el mismo decreto se señaló que el mandato de la actual Fiscal, es decir, ME, era de carácter 
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2008. Las personas postulantes que habían desempeñado labores dentro de la Fiscalía General 

fueron exonerados de esta etapa, y posteriormente, las calificaciones fueron publicadas en el portal. 

Cumplida esta etapa, se calificaron los antecedentes de los postulantes, reduciendo el número de 

aspirantes a 27 personas. Encabezando la lista se encontraba en primer lugar MH y en segundo 

puesto SdelM, ambas fiscales de carrera y con experiencia laboral. 

Al concluir con la última entrevista de los postulantes, con fecha de 15 de septiembre, la Junta 

entró en sesión para deliberar por el lapso de una hora. Se anunció la terna que fue enviada al 

PrJAO: Domingo Martínez y otros dos candidatos quienes ocupaban los lugares 18, 21 y 25 de las 

calificaciones. El PrJAO anunció a Domingo Martínez como nuevo Fiscal. 

Posterior a la publicación de resultados, MH y SdelM impugnaron el proceso de selección y el 

nombramiento del nuevo Fiscal Domingo Martínez, por medio de una demanda de amparo contra 

la totalidad de los acuerdos adoptados por la Junta de Postulación así como el nombramiento 

realizado por el PrJAO. Su demanda sostenía que el proceso había vulnerado garantías y principios 

básicos derivados de TI
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1.4. Antecedentes del Caso MR 

Una vez en el cargo, el PrJAO interpuso una demanda de amparo respecto de la prohibición de la 

reelección establecido en el artículo 50 de la Constitución, misma que fue rechazada en primer 

instancia por el Primer Juzgado Constitucional de Berena, a cargo del Juez MR, el cual dentro de 

su resolución estableció que el derecho de reelección no es absoluto, y puede estar sujeto a 

limitaciones. 

La decisión fue apelada por PrJAO ante la CSJ, la cual resolvió que él tenía derecho a postularse 

nuevamente a la Presidencia de Fiscalandia y aunado a ello, se ordenó una investigación en contra 

de MR por haber cometido falta grave a su deber de motivación en el caso, estableciendo que ello 

derivó en la afectación de los DDHH del PrJAO. Posterior al proceso disciplinario que se llevó a 

cabo en contra del Juez MR, la CSJ el 1 de diciembre de 2017, resolvió destituir al Juez MR. 

2. Análisis Legal. 

2.1      Aspectos preliminares de Admisibilidad sobre el Caso de MR.  

2.1.1 Falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna de Fiscalandia en el caso 

MR. 

De conformidad con el artículo 46.1 de la CADH, para que una petición o comunicación 

presentada sea admitida, se requiere que se haya interpuesto y agotado el recurso de la jurisdicción 





 
 

 

 

   

  

  

   

  

    

     

 

 

  

    

  

    

   

                                                 
   
     
      

       
         

Equipo 238 

inexcusablemente el deber de motivar debidamente las sentencias y resoluciones judiciales”, esto 

fue determinante para su destitución. Además, MR recibió en 2015 una sanción de Amonestación 

por la demora en resolver un expediente de amparo y sólo en 2017 más de 96 denuncias 
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debidas garantías dentro de un plazo de tiempo razonable, y cuyos tribunales o jueces gocen de 
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peticionario interpusiera todos los medios judiciales que cuenta RF cumpliendo con las garantías 

exigidas nacional e internacionalmente, no solo las audiencias que se llevaron a cabo, sino también 

de contenido constitucional, como lo es el juicio de amparo, para garantizar recursos judiciales 

efectivos. Los anterior permite apreciar la importancia que tienen los DDHH para un estado 

democrático y sólido jurídicamente como lo es Fiscalandia, siendo estos pilares de la CADH y del 

SIDH30. 

La RF cumplió a cabalidad sus obligaciones, al haber analizado el caso y brindar las garantías 

judiciales propias del sistema judicial y el acceso a recursos efectivos, tales que no fueron 
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3.2. En relación al caso de ME. 

3.2.1. La RF garantizó los Art s. 8.1 y 25, en relación con el 1.1 y 2 de la CADH. 

La RF proveyó las garantías procesales y la protección judicial convencionalmente exigidas por 

los artículos 8.1 y 25 de la CADH para asegurar el acceso a la justicia de la presunta víctima ME, 

quien alega una presunta violación por no estar conforme con la resolución brindada por la RF 

respecto a sus intereses jurídicos32, no obstante, su inconformidad no indica una violación por 

parte del Estado, pues los hechos suscitados fueron resueltos con apego a las leyes y a los TI para 

respetar los DDHH consagrados en él. 

El artículo 8 de la CADH establece el “debido proceso legal”, el cual se entiende como el derecho 
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competente para que determine el derecho que se reclama42.  En este sentido, Fiscalandia cumplió 
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defensa de los derechos e intereses de las personas contra los actos u omisiones realizados por la 

Administración. Además, la sentencia definitiva se emitió dentro de un plazo no mayor a 6 meses 

desde la interposición de la demanda de nulidad, todo ello dentro de un plazo razonable para la 

determinación de sus derechos por el Poder Judicial54. Se tiene que señalar que la efectividad de 

un recurso no implica que éste produzca un resultado favorable para el demandante55. Es decir, 

que la sentencia definitiva emitida por la CSJ de la RF tuvo un razonamiento jurídico lógico y 

tendiente a respetar las garantías de todas las personas de manera justa56, toda vez que, se buscó 

proteger los derechos del nuevo fiscal Domingo Martínez ante los efectos que se hubieran 

producido de haberse concedido la declaración de nulidad de acto administrativo solicitada por la 

ex fiscal ME. 

Por lo anteriormente expuesto, la RF respetó y garantizó los derechos que componen el acceso a 

la justicia a la presunta víctima en tanto los recursos proveídos por el Estado cumplían con los 

requisitos exigidos por la CADH. Por ello, la representación del Estado solicita al Honorable 

Tribunal que declare que el Estado cumplió con las obligaciones internacionales derivadas de los 

arts. 8.1 y 25 de la CADH.   

3.2.2. La RF respetó el art. 24 en relación con el artículo 1.1 y 2 de la CADH 

El artículo 24 de la CADH establece el derecho a la igualdad ante la ley, del cual se deriva el 

derecho de protección de la ley sin discriminación alguna57. De conformidad a los hechos 

54 CoIDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 
70.� 
55 CoIDH. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005.� 
Serie C No. 126, párr. 83.� 
56 CoIDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de �
2015. Serie C No. 303, párr. 151.� 
57 CADH, art. 24.� 
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suscitados, la presunta víctima ME no estuvo conforme con la resolución brindada por la RF sobre 

su retiro del cargo de Fiscal General, por lo que bajo esa premisa, ella alega que se le violentó el 

derecho a la igualdad ante la ley, contenido en el artículo 24 de la CADH señalando una presunta 

discriminación. Sin embargo, la RF no realizó ningún acto de discriminación en contra de la 

presunta víctima por lo que no existió violación del artículo 24 de la CADH contra su persona. 

El artículo 24 de la CADH contiene el principio de igualdad y no discriminación el cual guarda 

una relación estrecha con la unidad de naturaleza del género humano y la dignidad de la persona58, 

por ello este principio ha trascendido al dominio del jus cogens, entendiéndose como “una norma 

aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados que no admite acuerdo en 

contrario y que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional general 

del mismo carácter”59. Si bien es cierto que el artículo 1.1 guarda una similitud con el artículo 24 

de la CADH estos no son iguales, siendo el primero un artículo de carácter general que confiere la 

obligación de respetar y garantizar los DDHH del tratado, mientras que el segundo, exige a los 

Estados abstenerse de infringir dichas obligaciones fundamentadas en la discriminación de las 

personas60. Sin embargo, la CoIDH ha señalado en diversas sentencias la diferencia entre ambos 

artículos, el artículo 1.1 establece un deber general por parte de los Estados de respetar y garantizar 

“sin discriminación” los derechos contenidos en la CADH, mientras que, el artículo 24 busca 

proteger el derecho a “igual protección de la ley”61. En otras palabras, si un Estado discrimina en 

el respeto de un derecho convencional, viola el artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión, 

58 CoIDH. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012.� 
Serie C No. 239, párr 81.� 
59 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.� 
60 CoIDH. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24� 
de agosto de 2010. Serie C No. 214, párr. 268.� 
61 Op. cit., nota 74, párr. 82� 
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actos que son contrarios al actuar de un Estado democrático como lo es la RF. Por el contrario el 

artículo 24 protege a las personas ante una discriminación efectuada por una protección desigual 

de la ley interna62, de esta forma se prohíbe cualquier tipo de discriminación, tanto de derecho 

como de hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en dicho tratado, sino que su alcance 

impacta a todas las leyes que apruebe y aplique el Estado63. 

Atendiendo a lo alegado por la presunta víctima, no existió en ninguna acción de la RF cuyo 

objetivo careciera de una justificación objetiva y razonable64 que diera pauta a desarrollar una 

práctica de carácter discriminatorio y desigual ante la ley en contra de ME65. Por ello, es menester 

señalar que la separación del cargo de ME se fundó en las facultades del PrJAO 
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3.3. Respecto a MH y SdelM 

3.3.1. La RF respetó el Art. 13 en relación con el 1.1 y 2 de la CADH 

El artículo 1.1 de la CADH establece que es responsabilidad del Estado respetar y garantizar los 

derechos y libertades reconocidos en dicho instrumento. En virtud de que la libertad de 

pensamiento y expresión es “la piedra angular en la existencia misma de una sociedad 

democrática75”, como lo es la RF, por lo tanto, no existió vulneración alguna al derecho consagrado 

en el art. 13 de la CADH, pues la libertad de pensamiento y expresión la tiene toda persona, 

comprendiendo así la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole, sin 

consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por 

cualquier otro procedimiento de su elección 76. 

En concordancia con lo anterior, los derechos de las peticionarias no fueron violentadas en relación 

a su derecho de la libertad de pensamiento y expresión, pues se debe de entender, que la Junta de 

Postulación tiene las facultades de establecer los procesos de selección, lineamientos y calificar 

bajo su propio criterio, consideración que ya se había argumentado con anterioridad con respecto 

a los postulantes excluidos.  

De acuerdo con la interpretación realizada por la CoIDH del artículo 13 de la CADH, la libertad 

de expresión se analiza en dos dimensiones, la dimensión individual, que asegura la posibilidad 

de utilizar cualquier medio idóneo para difundir el pensamiento propio y llevarlo al conocimiento 

de los demás, aunado a que es el derecho de cada persona a expresar los propios pensamientos, 

75 CoIDH. OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. Seria A No. 5, párr. 70 
76 CADH, art. 1.1 y 13. 
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ideas e informaciones77
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Aunado a ello, es menester precisar que a las peticionarias se les respetó el derecho que invocan 

correspondiente a la libertad de pensamiento y expresión, consagrado en el art. 13 de la CADH, 

pues la RF al momento de lanzar la convocatoria de la elección del nuevo fiscal lo realizó de 

manera pública, es decir, que todos los ciudadanos que se consideraban competentes para gestionar 

dicho cargo, tenían acceso a postularse y a acceder la información de los requisitos solicitados81. 

En relación a lo considerado por la CoIDH el artículo 13 de la CADH ampara el derecho de las 

personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de forma 

tal que la persona pueda tener acceso a conocer esa información o reciba una respuesta 

fundamentada cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado pueda limitar el 

acceso a la misma para el caso concreto. Dicha información debe ser entregada sin necesidad de 

acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que 

se aplique una legítima restricción. Su entrega a una persona puede permitir a su vez que ésta 

circule en la sociedad de manera que pueda conocerla, acceder a ella y valorarla82. Por 

consiguiente, posteriormente a las evaluaciones y entrevistas, se obtuvieron los resultados, mismos 

que fueron publicados, por lo que en ningún momento se restringió el acceso a dicha 

información83, aunado a que las peticionarias tuvieron la oportunidad de manifestarse y expresar 

su inconformidad con los resultados, sin embargo, el derecho a la libertad de expresión relacionado 

con la finalidad de tener acceso a la información, nunca fue ejercido por las presuntas víctimas, 

esto con base en que nunca solicitaron que se les dieran los resultados que contenían los criterios 

evaluados o bien una explicación por la cual no fueron incluídas dentro de la terna. 

81 HC, No. 26 
82 OEA, Cuadernillo de Jurisprudencia de la CoIDH. No. 16, párr. 77. 
83 HC, No. 29 
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a estos poderes, aunado a lo establecido por la CoIDH en relación al art. 13 de la CADH en la que 

señala el deber de proteger el derecho que tiene toda persona a solicitar la información que se 

encuentre bajo el control del Estado, con las salvedades permitidas bajo el régimen de excepciones 

de la Convención85. Es por todos los hechos anteriormente mencionados, que se reitera que 

evidentemente el Estado respetó el art. 13 invocado por las partes correspondiente a la libertad de 

pensamiento y expresión, pues en ningún momento de los hechos fue violado, vulnerado o 

transgredido. 

3.3.2. La RF respetó el Art. 24 en relación con el 1.1 y 2 de la CADH. 

El derecho a la igualdad contenido en el art. 24 de la CADH dispone que toda persona tiene 

derecho, sin discriminación a igual protección de la ley, y prohíbe la discriminación de derecho o 

de hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en TI de DDHH, sino en lo que respecta a 

todas las leyes que apruebe el Estado y a su aplicación, prohibiendo todo acto discriminatorio86. 

Respecto a lo anterior, la CoIDH establece que los principios de igualdad y no discriminación, y 

como se mencionó anteriormente, pertenece al jus cogens, por lo cual es inseparable de la dignidad 

de la persona87, permeando todo el ordenamiento jurídico de orden nacional e internacional88, 

siendo un principio básico, general y fundamental frente a la protección de DDHH89, por lo que la 

adopción de disposiciones sustentadas en la superioridad o inferioridad de una persona respecto 
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de oportunidades. De igual forma, las peticionarias al momento de combatir las decisiones, se les 

dio acceso a la justicia para que pudieran exponer lo que a su derecho conviniera.   
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El derecho a la justicia se desprende del análisis conjunto de los art 8 y 25 de la CADH. El derecho 

a la justicia se entiende como la posibilidad de toda persona, cual sea su condición de acudir a 

sistemas nacionales e internacionales de conflictos y reparar derechos102. 

De este mismo análisis, el artículo 8.1 de la CADH, desarrolla la vinculación del debido proceso 

legal con otros derechos, como el derecho de acceso a la justicia, tal derecho tiene preponderancia 
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obstante, la RF siempre atendiendo al respeto de los DDHH, cuenta con los recursos sencillos, 

rápidos y eficaces para poder combatir las presuntas violaciones de los DDHH, por lo tanto, no 

existió violación alguna a los derechos invocados, pues tuvieron acceso a la protección judicial al 

presentar una demanda de amparo, la apelación de la misma e inclusive un recurso 

extraordinario105. 

La CoIDH ha establecido que la efectividad supone no sólo la existencia formal de los recursos, si 

no que éstos deben dar resultados o respuestas a las violaciones de DDHH reconocidos por la 

Constitución, ley o bien la CADH106. En virtud de lo anterior y de conformidad con los hechos del 

presente caso, Hinojosa y Del Mastro tuvieron respuesta a los recursos interpuestos por parte de 

los Tribunales de la RF, mismos que estuvieron argumentados conforme a la ley para así 

posteriormente dar debidamente una resolución. 

Como podemos advertir la RF respetó el artículo 25 consagrado en la CADH, pues en cuanto a lo 

que ha establecido la CoIDH el hecho de que un recurso interno no produzca un resultado favorable 

al reclamante no demuestra, por sí solo, la inexistencia o el agotamiento de todos los recursos 

internos eficaces, pues podría ocurrir, por ejemplo, que el reclamante no hubiera acudido 

oportunamente al procedimiento apropiado107, como lo es el caso de las peticionarias al acudir al 

proceso judicial equivocado. De conformidad con lo anterior, Hinojosa y Del Mastro, presentaron 

una impugnación del proceso de selección y el nombramiento de Domingo Martínez, no obstante, 

en dicha circunstancia las demandantes podían cuestionar cualquier irregularidad que tuvieran en 

105 HC, No. 38 y 39.� 
106 CoIDH. Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.� 
Sentencia 30 de enero de 2014, Serie C No. 276, párr. 116.� 
107 CoIDH. Caso Fairén Garbi y Solís Corrales vs. Honduras. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y� 
Costas. Sentencia de 15 de marzo de 1989, Serie C No. 06, párr. 92.� 
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